	Fecha
	15 de noviembre de 1937
	Sesión número
	75

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Emiliano Odio Méndez

	Tutelado: Adolfo Salazar Alvarado

	Recurrido: Juez Segundo de lo Contencioso Administrativo

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que, acusándosele de encubrir una supuesta sustracción de fondos públicos, se dictó auto de detención en su contra por un funcionario que no es competente para conocer del caso.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no es materia de HC). VS de los Magistrados Dávila, Álvarez Hurtado y Guier.


N° 75
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y veinte minutos de la tarde del día quince de noviembre de mil novecientos treinta y siete, con asistencia de los señores Magistrados: Dávila (Presidente), Vargas Pacheco, Guzmán, Castro, Guardia, Solórzano, Álvarez Hurtado, Alfaro, Iglesias, Picado y Guier.

Artículo II
El Licenciado EMILIANO ODIO MÉNDEZ interpone recurso de Hábeas Corpus a favor del Licenciado en Farmacia ADOLFO SALAZAR ALVARADO, y al efecto manifiesta que éste se encuentra detenido a la orden del Juez Segundo de lo Contencioso Administrativo por haber preguntado a un Banco de los Estados Unidos si unas letras por mil dólares cada una, giradas a la orden del Director General de Comunicaciones, eran cambiables; que la referida autoridad dictó auto de detención provisional contra Salazar Alvarado como encubridor del delito de sustracción de fondos públicos, atribuido a Rubén Castro Beeche, pero tal delito—de existir—no es de competencia del Juez, sino de la autoridad de policía. El Juez Segundo de lo Contencioso Administrativo expresa que contra Salazar Alvarado dictó auto de detención por encubrimiento de delito, con base en una carta suya en la que preguntaba al Federal Reserve Bank de New York su eran válidos nueve cheques girados por dicho Banco y cuyas características son las mismas que constan en el proceso seguido contra Rubén Castro Beeche por sustracción de fundos públicos. Con examen del expediente respectivo, y previa la discusión del caso, el señor Presidente puso previamente a votación, si por haber apelado ambas partes del auto de detención provisional, procedía entrar a conocer del recurso de Hábeas Corpus interpuesto, y por mayoría se resolvió en sentido negativo, porque si bien es cierto que la Ley de Hábeas Corpus autoriza la procedencia del recurso cuando el funcionario que ha decretado la detención carece de jurisdicción para ordenarla, ha de entenderse lógicamente que se refiere a casos en que la falta de jurisdicción es evidente y apreciable, por lo mismo, sin dificultad alguna, en el examen somero que de la cuestión debe hacer la Corte Plena; pero no a casos como el presente, en el que la incompetencia se alega como consecuencia de la calificación del delito atribuido al indiciado, punto este último que está pendiente de discusión judicial por haber recurrido la acusación del auto de detención que estima, contra la tesis de la Promotoría Fiscal, que se trata de un encubrimiento contra la Hacienda Pública, y que exige el examen de la prueba y de diversas leyes, tarea propia del Tribunal de Apelaciones. Admitir la tesis de que la falta de jurisdicción ha de examinarse en todo caso a modo amplio, aún cuando haya recurso de alzada pendiente de resolución, y aún cuando se trate de puntos complejos, de hecho y de derecho, equivaldría a eliminar los recursos ordinarios que conceden las leyes para decidir las cuestiones relativa a jurisdicción, y aun podría originar conflictos entre el pronunciamiento sumario hecho por la Corte Plena y el que en definitiva pudieran hacer los tribunales llamados a conocer la causa.
Los Magistrados Dávila, Álvarez Hurtado y Guier votaron por que se entrara a conocer del recurso. Entienden que cuando alguien, haciendo uso del derecho de Hábeas Corpus concedido por la Constitución a todos los habitantes de la República, alega que una privación de la libertad es ilegal, la Corte debe resolver esa instancia sin demora. La Ley de 24 de noviembre de 1932 que reglamenta el ejercicio de ese derecho, determina en su artículo 9° las cuestiones que imperativamente han de ser objeto del examen y decisión de la Corte, siendo la primera de ellas la de si la autoridad cuya orden origina el recurso ha tenido jurisdicción por razón del delito o falta de que se trate o por razón de la persona, para privar a ésta de su libertad. El recurso se resuelve en vista de los datos ciertos que proporcionen el informe de la autoridad y el expediente respectivo cuando él debe ser enviado. Una cuestión compleja que de estos datos resulte dará lugar a un examen más detenido del punto, pero no obstaculiza la resolución del recurso. Tampoco lo obstaculizan las circunstancias de hallarse pendiente un recurso de alzada y la posibilidad de un conflicto entre lo que resuelva la Corte y lo que pudiera decidir el Tribunal de grado, porque no es dable hacer distingos donde la ley no distingue, y porque no puede haber el expresado conflicto toda vez que la Corte resuelve una situación actual en presencia de determinados antecedentes, lo cual no pone traba al seguimiento normal del proceso con sus consecuencias legales.
